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SENTENCIA   

 
En San Juan, Puerto Rico, a  31 de agosto de 2016. 

Luis Manuel Pérez Cornelio nos solicita que revoquemos la 

sentencia parcial emitida por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de San Juan [por sus siglas, “TPI”], el 29 de enero de 

2016 y notificada el siguiente 2 de febrero. En dicho dictamen el 

TPI desestimó las causas de acción por despido injustificado y 

represalias por él instadas en contra de GR Contract Service 

Incorporated, corporación que se dedica a la mudanza y 

transportación de mercancía y equipos en Puerto Rico, y Gregorio 

Rivera, por ser el presidente ejecutivo de dicha compañía. 

Evaluados los escritos presentados por las partes, resolvemos.  

-I- 

El 22 de octubre de 2014 Pérez Cornelio presentó una 

demanda por despido injustificado y represalias e interferencia 

torticera contractual al amparo del artículo 1802 del Código Civil 
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de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 5141, contra Daniel Cruz, contratista 

independiente que presuntamente se dedica a la transportación, 

instalación y ensamblaje de equipos para GR Contract, Gregorio 

Rivera y Sears Roebuck de Puerto Rico, Inc., compañías que 

también fueron demandadas por el apelante. Alegó que desde el 

1998 trabajó como empleado de GR Contract y Daniel Cruz en 

entregas y ensamblajes de equipos vendidos por Sears Roebuck. 

Adujo que por no cooperar en una investigación sobre el hurto de 

una nevera en los almacenes de Sears Roebuck, presuntamente 

ocurrido entre septiembre y octubre de 2013, el presidente de GR 

Contract, Gregorio Rivera, lo despidió de su empleo a finales de 

enero de 2014. Tanto GR Contract como Sears Roebuck 

contestaron la correspondiente demanda para negar esencialmente 

las alegaciones de Pérez Cornelio.  

Para adquirir jurisdicción sobre Daniel Cruz, quien no pudo 

ser emplazado en el pleito de epígrafe, el 20 de marzo de 2015 

Pérez Cornelio presentó una demanda independiente, caso civil 

núm. K PE2015-1032. En su reclamación expuso:  

21. Se informa que el compareciente presentó el pleito 
de Luis Manuel Pérez Cornelio v. Daniel Cruz y otros, K 
PE2014-3041. Sin embargo, debido a que no fue posible 
emplazarlo dentro de los términos dispuestos en la Regla 
4.3, la parte compareciente solicitó el desistimiento parcial 
sin perjuicio de la acción contra el aquí querellado y en 
consecuencia se presenta esta nueva reclamación.  

Así pues, según consta en el expediente judicial, en igual 

fecha Pérez Cornelio solicitó el desistimiento parcial sin perjuicio 

respecto a las causas de acción instadas contra Daniel Cruz en el 

pleito civil de epígrafe. Con el beneficio de la oposición de GR 

Contract y Gregorio Rivera, por haber vencido el término para 

emplazar el 19 de febrero de 2015, mediante sentencia parcial 

emitida el 12 de mayo de 2015, notificada el siguiente día 18, el 

TPI desestimó sin perjuicio la causa de acción contra Daniel Cruz 
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pues no fue emplazado dentro del plazo de ciento veinte días que 

provee la regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.3.  

El 3 de junio de 2015 GR Contract y Gregorio Rivera 

solicitaron la desestimación de la demanda laboral en su contra 

por falta de parte indispensable, pues, presuntamente el patrono 

de Pérez Cornelio era Daniel Cruz. Sin embargo, por el caso civil 

núm. K PE2015-1032 tratar sobre los mismos hechos, 

controversias y alegaciones, el 24 de junio de 2015 Pérez Cornelio 

solicitó al TPI la consolidación con el caso civil núm. K PE2014-

3041. Luego de la correspondiente oposición porque el 

demandante no utilizó el mecanismo procesal del emplazamiento 

por edictos que proveer nuestro ordenamiento procesal civil, esta 

petición fue denegada por el TPI sin más mediante resolución 

emitida el 22 de septiembre de 2015. No conforme, Pérez Cornelio 

presentó una solicitud de reconsideración que fue denegada el 20 

de octubre de 2015.  

Luego de varios trámites procesales, que no es necesario 

aquí pormenorizar, el 19 de enero de 2016 el foro primario celebró 

una vista argumentativa para dilucidar las mociones de 

desestimación. Tras considerar los escritos y argumentos de las 

partes, el TPI emitió la sentencia parcial apelada y desestimó las 

causas de acción de despido injustificado y represalias instadas 

contra los codemandados Gregorio Rivera y GR Contract por falta 

de parte indispensable. 

Insatisfecho con la desestimación de tales causas acción, 

Pérez Cornelio solicitó al TPI su reconsideración, que tras la 

correspondiente oposición fue denegada. Oportunamente, Pérez 

Cornelio presentó este recurso apelativo imputándole al foro 

primario la comisión de los siguientes errores: 

A. ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE INSTANCIA AL DICTAR 

SENTENCIA PREMATURAMENTE, TENIENDO ANTE SÍ MUY POCA 
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PRUEBA, ESTANDO EL RECORD INCOMPLETO Y SIN HABER 

CONCLUIDO EL DESCUBRIMIENTO DE PRUEBA. 

B. ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE INSTANCIA AL 

DETERMINAR QUE CRUZ ES PARTE INDISPENSABLE SIN ANTES 

ADJUDICAR EN LOS MÉRITOS LA CUESTIÓN SOBRE QUIÉN ERA EL 

VERDADERO PATRONO DEL APELANTE. 

C. ERRÓ EL TRIBUNAL DE INSTANCIA AL NO ORDENAR LA 

CONSOLIDACIÓN DEL CASO DE AUTOS CON EL CASO KPE2015-
1032, LO CUAL HUBIESE TRAÍDO AL PLEITO A LA SUPUESTA PARTE 

INDISPENSABLE. 

D. AUN ASUMIENDO QUE CRUZ ES PARTE INDISPENSABLE, 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE INSTANCIA AL DESESTIMAR EN 

LUGAR DE PARALIZAR EL PLEITO HASTA QUE LA PARTE 

INDISPENSABLE HAYA SIDO ACUMULADA.  

E. ERRÓ EL HONORABLE FORO DE INSTANCIA AL DESESTIMAR 

LAS RECLAMACIONES LABORALES CONTRA GR CONTRACT Y SEARS 

Y DE ESE MODO DICTAMINAR QUE NI GR CONTRACT NI SEARS 

ERAN LOS PATRONOS DEL APELANTE, SIN ENTRAR EN LOS 

MÉRITOS.  

F. ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE INSTANCIA AL 

FUNDAMENTAR SU DECISIÓN EN UNA SUPUESTA RENUNCIA DEL 

DEMANDANTE QUE LA PRUEBA DEMUESTRA NUNCA OCURRIÓ. 

Las partes apeladas se opusieron por separado a la 

apelación presentada. Con el beneficio de todas las partes de 

epígrafe, resolvemos.  

-II- 

La regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., 

R. 10.2, dispone que un demandado puede presentar una moción 

debidamente fundamentada para solicitar la desestimación de la 

demanda por varias razones, entre ellas, por dejar de acumular 

una parte indispensable. Al respecto la regla 16.1 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 16.1, que regula el 

mecanismo de acumulación de parte indispensable, establece: 

“[l]as personas que tengan un interés común sin cuya presencia no 

pueda adjudicarse la controversia, se harán partes y se 

acumularán como demandantes o demandadas, según 

corresponda”. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido el concepto 

de parte indispensable como aquella “de la cual no se puede 

prescindir y cuyo interés en la cuestión es de tal magnitud, que no 
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puede dictarse un decreto final entre las otras partes sin lesionar y 

afectar radicalmente sus derechos”. Vilanova Díaz v. Vilanova 

Serrano, 184 DPR 824, 839 (2012); que cita a García Colón et. al. v. 

Sucn. González, 178 DPR 527, 548 (2010). Así pues, para que una 

parte pueda ser considerada “indispensable, es necesario 

comprobar que los intereses de esta parte “podrían quedar 

destruidos o inevitablemente afectados por una sentencia dictada 

estando esa persona ausente del litigio”. Vilanova Díaz, 184 DPR 

en la pág. 839. Esto es consecuente con la protección de rango 

constitucional que se le brinda a toda persona para que no sea 

privada de su libertad o propiedad sin un debido proceso de ley. 

Art. II, Sec. 7, Const. ELA, LPRA 1. Asimismo, al acumular una 

parte indispensable en un pleito se evita la multiplicidad de 

litigios, Mun. de San Juan v. Bosque Real, Inc., 158 DPR 743, 756 

(2003), y se contribuye a liberar el calendario judicial. 

Ahora bien, el Tribunal Supremo ha expresado que “excepto 

en aquellas circunstancias en las que la adjudicación sin la 

persona ausente tendría un efecto perjudicial sobre el interés real e 

inmediato que ésta tiene en el pleito, en raras ocasiones será 

imposible resolver la controversia sin su presencia”. García Colón 

et. al., 178 DPR, en la pág. 549, que cita a, Mun. de Ponce v. A.C. et 

als, 153 DPR 1, 16 (2000). Por ello, en la indagación al respecto se 

requiere un enfoque pragmático a la luz de las circunstancias 

presentes en cada caso para analizar “los derechos del ausente y 

las consecuencias de no ser unido como parte en el 

procedimiento”. Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721, 732-733 

(2005). Son relevantes en la evaluación factores tales como 

“tiempo, lugar, modo, alegaciones, prueba, clase de derechos, 

intereses en conflicto, resultado y formalidad”. Sánchez 

Encarnación v. Sánchez Brunet, 154 DPR 645 (2001). En fin, el 

propósito perseguido por la figura de parte indispensable es buscar 

javascript:searchCita('153DPR1')
javascript:searchCita('154DPR645')


 
 

 
KLAN201600519 

 

6 

que el remedio que se ofrezca sea completo y eficaz. García Colón 

et. al., 178 DPR, en la pág. 550. 

Por último, reiteradamente se ha establecido que la omisión 

de una parte indispensable, “aunque es motivo para desestimar el 

pleito, no constituye impedimento para que, a solicitud de la parte 

interesada, el tribunal pueda conceder la oportunidad de traer al 

pleito a la parte originalmente omitida, siempre y cuando el 

tribunal pueda adquirir jurisdicción sobre la misma”. Deliz et als. 

V. Igartúa et als., 158 DPR 403, 434 (2003), al citar a Meléndez 

Gutiérrez v. E.L.A., 113 DPR 811, 816 (1983). Además, una 

desestimación en tales circunstancias no equivale a una 

adjudicación en los méritos con efecto de cosa juzgada. Romero v. 

S.L.G. Reyes, 164 DPR, en la pág. 734.  

-III- 

En su recurso Pérez Cornelio alega que el TPI desestimó las 

reclamaciones laborales instadas contra GR Contract y Gregorio 

Rivera en una etapa muy temprana de los procedimientos, 

despojándolo así de sus causas de acción laborales, contrario a la 

política pública de que los casos sean ventilados en sus méritos y 

que toda persona tenga su día en corte. Aduce que el TPI no podía 

resolver quién era parte indispensable en este pleito sin resolver en 

primera instancia quién era patrono, aspecto sobre el cual alega 

existe controversia. De igual modo, arguye que el foro primario 

incidió al denegar la solicitud de consolidación con el caso civil 

núm. K PE2015-1032 y al no permitir que Daniel Cruz fuese 

incluido en el pleito de epígrafe mediante este mecanismo. Por 

estar íntimamente relacionados, atenderemos en conjunto los 

errores señalados. 

Cualquier demanda de un remedio debe contener una 

relación sucinta y sencilla de los hechos demostrativos de que la 

parte promovente tiene derecho a un remedio y una solicitud del 
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remedio al que crea tener derecho. Regla 6.1 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 6.1. Las alegaciones de la 

demanda deben contener, pues, una relación o narración de los 

hechos conocidos por el demandante al momento de presentar su 

reclamo, relación que debe demostrar que el demandante tiene 

derecho a un remedio. Informe de Reglas de Procedimiento Civil, en 

la pág. 70. Así pues, la existencia de una causa de acción se 

determina sobre los hechos alegados en la demanda. Dorante v. 

Wrangler de Puerto Rico, 145 DPR 408, 414 (1998). 

Al considerar una moción de desestimación los tribunales 

tienen el deber de evaluar la totalidad de las circunstancias de 

cada caso de la forma más favorable para el demandante. En este 

proceso deben dar por ciertas y buenas todas las alegaciones de 

hechos de la demanda presentada que sean suficiente para 

establecer una causa de acción válida. Véanse, Pressure Vessels 

P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497 (1994). Una demanda puede 

carecer de méritos de su faz si no se han alegado hechos 

suficientes para una reclamación válida o por la alegación de algún 

hecho que destruya la reclamación. Reyes v. Sucn. Sánchez Soto, 

98 DPR 305, 308 (1970), que cita a Boulon v. Pérez, 70 DPR 988, 

992 (1950). 

Por tal razón, citamos, en lo pertinente, las alegaciones 

fácticas esenciales de la demanda incoada por el apelante de 

epígrafe:  

6. [Desde el 1998] el Sr. Luis Manuel Pérez Cornelio […] 
trabajaba para GR XContract Service, Inc., y/o Daniel Cruz 
como empleado, realizando entregas y ensamblajes de 
equipos provenientes de Sears Roebuck de Puerto Rico (en 
adelante, Sears).  

7. En o alrededor de septiembre y/o octubre de 2013, 
Sears se percató de que alegadamente (sic) una nevera de 
su inventario había sido hurtada. De la investigación 
realizada por Sears, surgió que un empleado no relacionado 
con el demandante fue identificado como el que realizó el 
alegado hurto.  
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8. La Policía de Puerto Rico realizó una investigación en 
la que entrevistado (sic) al demandante como testigo. Esta 
primera entrevista se realizó en las facilidades de Sears.  

9. Aproximadamente en enero de 2014, el demandante 
fue citado al cuartel general de la Policía como posible 
testigo. En dicho cuartel se le indicó que su declaración era 
voluntaria y que no tenía que realizarla si no lo deseaba.  

10. El demandante acudió dicha entrevista junto a los 
señores Pablo Lafitte y Sr. José Ortiz, ambos representantes 
de Sears, entre otros.  

11. El demandante le indicó a la policía que vio que la 
persona sospechosa movió la nevera, pero que no observó 
que la montara en el camión. Por lo que, no lo podía 
acusar.  

12. El Sr. Lafitte, de Sears le exigió al demandante que 
prestar testimonio acusatorio contra la persona 
sospechosa.  

13. No obstante, el demandante le indicó que no podía 
señalarlo, que no quería problemas, y que temía por su 
seguridad.  

14. Sin embargo, el Sr. Lafitte continuó presionando al 
demandante para que testificara.  

15. Ni la Policía de Puerto Rico ni la fiscalía notificó 
gestión alguna hacia el demandante ni emitió un subpoena 
para requerir su testimonio.  

16. En o alrededor del 30 de enero de 2014, el Sr. 
Gregorio Rivera, presidente de GR Contract Sevice, se 
comunicó con el demandante y le informó que el Sr. Pablo 
Lafitte de Sears le había indicado que debido a que el 
demandante no había cooperado con la investigación 
relacionada al hurto de la nevera, se encontraba despedido.  

17. GR Contract Service actuaba como patrono, esta 
compañía, a través del Sr. Gregorio Rivera, impartía 
instrucciones sobre las entregas, establecía los itinerarios 
de repartición, requería que los seguros le fuese comprado 
a éste, suspendía y despedía empleados subcontratados, 
requería la compra de mantas para cubrir equipos a éste y 
requería la compra de uniformes para trabajar con Sears a 
éste, entre otros actos de administración de los despachos y 
ensamblaje de equipos. 

18. Sears, por conducto de sus empleados, solicitó al Sr. 
Gregorio Rivera y/o Sr. Daniel Cruz el despido del 
demandante por el testimonio prestado por el demandante. 
[…]1.   

En este caso el TPI concluyó que conforme a las alegaciones 

de la demanda todos los demandados, incluido Daniel Cruz, 

debían ser considerados patrono, por lo que ante la ausencia de 

Cruz en el pleito por razón de que la causa contra este fue 

desestimada por falta de emplazamiento, las reclamaciones 

laborales instadas contra de GR Contract y Gregorio Rivera debían 

                                                 
1 Demanda presentada el 22 de octubre de 2014, en las págs. 2-3.  
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ser desestimadas por falta de parte indispensable. Erró al así 

resolver.  

En primer lugar, la desestimación de la demanda contra 

Daniel Cruz mediante sentencia parcial emitida el 12 de mayo de 

2015 fue sin perjuicio. Ante tal hecho, nada impedía que el Pérez 

Cornelio instara un nuevo pleito contra dicha parte, como hizo. De 

igual modo, nada impedía que el foro de primera instancia 

permitiera la consolidación del caso civil núm. K PE2015-1032 

instando contra Daniel Cruz el 20 de marzo de 2015 por el mismo 

núcleo de hechos que consta en las alegaciones del pleito de 

epígrafe y en el que existen reclamaciones mancomunadas, 

solidarias y en la alternativa en contra de todos los codemandados 

que quedaron en el pleito y en contra del demandando de forma 

independiente en el segundo pleito. Principios de economía 

procesal así lo exigían para evitar la multiplicidad de pleitos y 

facilitar la disposición final de las controversias al incluir a todas 

las partes directamente interesadas. Carrasquillo v. Tribunal 

Superior, 87 DPR 661, 666 (1963). Además, para prescindir de “la 

repetición de la evidencia relacionada con hechos comunes a todas 

las reclamaciones”, íd., al igual de que surgen economías de gastos 

y tiempo de las partes, sus testigos y de recursos del propio 

sistema de justicia. Véase, regla 38.1 de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R 38.1.  

En este caso no cabe anteponer, tal y como pretenden los 

apelados, la doctrina de cosa juzgada ante la denegatoria de una 

moción de consolidación que presuntamente advino final y firme 

por haberse denegado una oportuna moción de reconsideración y 

no ser objeto de revisión ante este foro apelativo mediante el 

recurso discrecional de certiorari al amparo de la regla 52.1 de las 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R 52.1. En todo caso se 

podría anteponer la doctrina de la “ley del caso”, pero esta no es 
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una camisa de fuerza, que impida reexaminar un asunto 

interlocutorio de carácter procesal.  

Como se sabe la doctrina de la “ley del caso” podría aplicar 

cuando exista un dictamen firme sobre algún elemento material de 

una controversia jurídica —que adjudique derechos u obligaciones 

de las partes en una etapa anterior del caso—, pero no haya 

recaído sentencia final sobre la totalidad de las reclamaciones. La 

doctrina es una de sana práctica judicial que no limita la 

posibilidad de un foro judicial de rectificar determinaciones, sobre 

todo si son interlocutorias de carácter procesal. Véanse, Mgmt. 

Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 606-607 (2000); Núñez 

Borges v. Pauneto Rivera, 130 DPR 749, 754-755 (1992); Torres 

Cruz v. Municipio de San Juan, 103 DPR 217, 222 (1975).  

Así pues, aunque la resolución interlocutoria emitida el 22 

de septiembre de 2015 para denegar la consolidación del caso de 

epígrafe con el caso civil núm. K PE2015-1032 fuera final, la 

doctrina de la “ley del caso” no impide que este foro puede resolver 

mediante esta apelación que el TPI abusó de su discreción. Por 

otra parte, aunque sin éxito, este asunto fue cuestionado en la 

solicitud de reconsideración respecto a la sentencia aquí apelada 

porque las circunstancias bajo las cuales se formuló la petición 

original de consolidación eran otras. En particular, porque al 

reiterarse en la reconsideración el asunto de la consolidación de 

los casos en cuestión, como medida para incluir a una parte 

presuntamente indispensable en el pleito de epígrafe, en el 

segundo pleito el TPI ya tenía jurisdicción sobre Daniel Cruz por 

haber sido emplazado mediante edicto. Al así resolver es 

innecesario discutir a profundidad cualquier otro planteamiento, 

aunque advertimos que no adelantamos juicio alguno sobre la 

suficiencia o los méritos de las distintas causas de acción alegadas 
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en la demanda de epígrafe o en que caso que debe ser consolidado 

con este. 

En segundo lugar, nuestro análisis de las alegaciones de la 

demanda incoada contra los apelados nos lleva a concluir que 

existe una controversia real sobre quién era el patrono de Pérez 

Cornelio. Las alegaciones respecto a la relación entre las partes 

demandas no eran concluyentes en cuanto a su relación con el 

apelante, por lo que en la etapa temprana en la que se 

encontraban los procedimientos era prematuro concluir que el 

patrono era Daniel Cruz. De las alegaciones de la demanda que 

aquí hemos transcrito surge que existen hechos demostrativos de 

causas de acción solidarias, mancomunadas o en la alternativa en 

cuanto a todos los demandados, unas pueden ser de carácter 

laboral y otras no necesariamente.  

Entendemos que previo a declarar a Daniel Cruz como parte 

indispensable y desestimar las causas de acción de despido 

injustificado y represalias de carácter laboral contra GR Contract y 

Gregorio Rivera, el foro primario debió evaluar la prueba 

documental o testifical que las partes pudieran presentar mediante 

el mecanismo procesal correspondiente, que no es una vista 

argumentativa, y determinar así quién era el patrono de Pérez 

Cornelio. Solo mediante las correspondientes determinaciones de 

hechos que pudieran surgir de la prueba destilada ante el TPI se 

podía determinar si Daniel Cruz como parte ausente era realmente 

indispensable para confeccionar el correspondiente remedio por 

ser presuntamente el patrono de Pérez Cornelio. 

De igual forma, como norma general, el demandante escoge 

a quién demanda cuando existen cocausantes que pueden ser 

responsables solidariamente. Rodríguez v. Hospital, 186 DPR 889, 

900-901 (2012). Por tanto, en este caso si los restantes 

codemandados tienen algún interés de traer al pleito a Daniel Cruz 
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por considerar que este es quién debe responderle a Pérez Cornelio 

por los hechos alegados en la demanda, así lo pueden hacer 

mediante demanda contra tercero. 

Por último, la desestimación debe evaluarse liberalmente a 

favor de la parte demandante y la misma no debe proceder a 

menos que se desprenda con toda certeza que el demandante no 

tiene derecho a remedio alguno. Véase, Rivera v. Jaume, 157 DPR 

562 (2002). “Por eso, si la parte es indispensable, dicha parte tiene 

que ser traída al pleito”, García Colón et. al. v. Sucn. González, 178 

DPR 527, 550 (2010). Conforme lo anterior, el TPI en lugar de 

desestimar, debió continuar con el procedimiento judicial 

correspondiente y permitir la inclusión de Daniel Cruz en el pleito 

mediante la consolidación del civil núm. K PE2015-1032. 

-IV- 

Por lo fundamentos expuestos, REVOCAMOS la sentencia 

parcial apelada y devolvemos el caso para que el TPI actúe 

conforme a lo aquí resuelto. 

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica. 

 
 

 
                                                        Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


